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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 9 de agosto de 2016. 

-I- 

El 18 de junio de 2016, Carlos J. Silva Galindo (señor Silva 

Galindo o el Peticionario), miembro de la población correccional del 

“Federal Correctional Complex” en el estado de la Florida, presentó 

ante nos la Solicitud de Mandamus que nos ocupa.  En dicho 

recurso, expone que se ha mantenido clasificado en el mismo nivel 

de custodia máxima desde hace veintidós (22) años.  Por tal razón, 

señala que cursó una Solicitud de Evaluación para Cambio de 

Custodia (la solicitud) al Secretario del Departamento de Corrección 

y Rehabilitación, pero que no ha recibido respuesta alguna.  En 

vista de ello, nos solicita que se expida el auto solicitado y se le 

ordene al Secretario del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación, que conteste su solicitud de cambio de custodia, en 

vías de poder agotar los remedios administrativos que establece la 

Ley de Procedimiento Administrativo uniforme.      



 
 

 
KLRX201600048 

 

2 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

desestima el recurso presentado. Veamos.   

-II- 

a.  Mandamus    

Como es harto sabido, el mandamus es un recurso 

extraordinario y sólo procede en situaciones excepcionales. El 

Artículo 649 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 

3421, define el auto de mandamus como un recurso altamente 

privilegiado, dictado por un tribunal de justicia a nombre del 

Gobierno de Puerto Rico y dirigido a alguna persona, corporación o 

tribunal de inferior jerarquía dentro de su jurisdicción, 

requiriéndole el cumplimiento de algún acto dentro de sus 

atribuciones o deberes ministeriales. Al ser el auto de mandamus 

uno altamente privilegiado su expedición no se invoca como 

cuestión de derecho, sino que descansa en la sana discreción del 

foro judicial. AMPR v. Srio. Educación, E.L.A., 178 DPR 253, 266 

(2010). Este auto se expide para hacer cumplir un deber 

ministerial claramente establecido por ley o que resulte de un 

empleo, cargo o función pública. Noriega v. Hernández Colón, 135 

DPR 406, 447-448 (1994). A esos efectos, en un pleito de 

mandamus como cuestión de umbral hay que determinar si la 

actuación que se exige es de naturaleza ministerial. Un acto o 

deber es ministerial cuando la ley prescribe y define el deber que 

tiene que ser cumplido de forma tal que no le permite al 

funcionario el ejercicio de la discreción o del juicio sobre si cumple 

o cómo cumple con ese deber impuesto. Partido Popular v. Junta de 

Elecciones, 62 DPR 745, 749 (1994).   

Nuestro más alto foro ha señalado que la expedición de un 

auto de mandamus no debe ser producto de un ejercicio mecánico. 

AMPR v. Srio. Educación, E.L.A., supra, pág. 268. Así pues, cuando 

se solicite la expedición de un auto de mandamus se deben 
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considerar los siguientes factores: (1) el posible impacto que éste 

pueda tener sobre los intereses públicos involucrados; (2) evitar 

una intromisión indebida en los procedimientos del poder 

ejecutivo, y (3) que el auto no se preste a confusión o perjuicio de 

los derechos de terceros. Noriega v. Hernández Colón, supra, pág. 

448. Por otro lado, también debe considerarse (1) si el recurso es el 

apropiado porque el peticionario no dispone de otro remedio legal 

adecuado y se trata de un deber impuesto por ley; (2) la petición se 

presenta contra el funcionario principal encargado del 

cumplimiento del deber, se plantean cuestiones de gran interés 

público y la controversia planteada requiere una pronta y rápida 

solución; (3) el peticionario demuestra que le hizo un 

requerimiento previo al funcionario para que realizara el acto cuyo 

cumplimiento se solicita; y (4) el peticionario tiene un interés 

especial en el derecho que reclama, distinto al que pueda tener 

cualquier otro ciudadano. Dávila v. Superintendente de Elecciones, 

82 DPR 264, 247-275 (1960).   

De igual manera, la Regla 54 de las de Procedimiento Civil 

regula el procedimiento para expedir un auto de mandamus. La 

referida Regla, reza:   

[e]l auto de mandamus, tanto perentorio 
como alternativo, podrá obtenerse 

presentando una solicitud jurada al efecto. 
Cuando se solicite dicho remedio y el 

derecho a exigir la inmediata ejecución de 
un acto sea evidente y aparezca que no se 
podrá dar ninguna excusa por no 

ejecutarlo, el tribunal podrá ordenar 
perentoriamente la concesión del remedio; 
de otro modo, ordenará que se presente 

una contestación y tan pronto sea 
conveniente, celebrará una vista, 

recibiendo prueba, si es necesario, y 
dictará su decisión prontamente. Se 
obtendrá el cumplimiento de las órdenes 

dictadas por el tribunal del mismo modo 
en que se exige el cumplimiento de 

cualquier otra orden. 32 LPRA Ap. V, R. 
54.   
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 De otra parte, las Reglas 54 y 55 de nuestro Reglamento 

rigen los procedimientos de mandamus ante este Tribunal.  En lo 

pertinente, el inciso J de la Regla 55, dispone que la parte 

peticionaria debe emplazar a todas las partes a tenor con las 

disposiciones de las Reglas de Procedimiento Civil y de las leyes 

pertinentes.  4 LPRA Ap. XXII-B.    

Cónsono con lo anterior, la Regla 4.4 (g) de nuestras Reglas 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. R. 4.4 (g) dispone que:   

El emplazamiento y la demanda se 

diligenciarán conjuntamente.  Al entregar 
la copia de la demanda y del 
emplazamiento, ya sea mediante su 

entrega física a la parte demandada o 
haciéndolas accesibles en su inmediata 

presencia, la persona que lo diligencie 
hará constar al dorso de la copia del 
emplazamiento sobre su firma, la fecha, el 

lugar, el modo de la entrega y el nombre 
de la persona a quien se hizo la 
entrega.  El diligenciamiento se hará de la 

manera siguiente:   
  

 (a)  
  

[…]  

  
(g) A un(a) funcionario(a) o a una 
instrumentalidad del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, que no sea una 
corporación pública, entregando copia 

del emplazamiento y de la demanda a 
dicho(a) funcionario(a) o al (a la) jefe(a) 
ejecutivo(a) de dicha instrumentalidad. 

Además, será requisito indispensable 
que en todos los pleitos que se insten 

contra un(a) funcionario(a) o una 
instrumentalidad del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico, que no sea 

una corporación pública, la parte 
demandante entregue copia del 
emplazamiento y de la demanda al 

Secretario o Secretaria de Justicia o a 
la persona que designe.  Si la 

instrumentalidad es una corporación 
pública, entregando las copias según lo 
dispuesto en la Regla 4.4 (e) de este 

apéndice. (Énfasis nuestro).    
  

-III- 

De conformidad con la normativa anteriormente discutida, 

señalamos que la solicitud de Mandamus presentada por el señor 
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Silva Galindo incumple con los requisitos reglamentarios para su 

expedición.  

En primer lugar, del recurso presentado ante nuestra 

consideración no surge que el recurso haya sido juramentado 

conforme a nuestro ordenamiento jurídico. Señalamos que el 

recurso presentado no fue juramentado ante notario, ni ante 

cualquier otro funcionario autorizado por ley para tomar 

juramento. De igual modo, del expediente ante nuestra 

consideración, tampoco se desprende que el Peticionario haya 

expedido emplazamiento alguno según lo exige la Regla 55 (J) de 

nuestro Reglamento, supra.  

Según discutido, la Regla 55 (J) de nuestro Reglamento, 

supra, dispone expresamente el requisito de que se emplace a 

todas las partes conforme a nuestras Reglas de Procedimiento 

Civil. Ello se debe a que, el emplazamiento es el mecanismo 

procesal mediante el cual el tribunal hace efectiva su jurisdicción 

sobre la persona del demandado. Lucero v. San Juan Star, 159 DPR 

494, 507 (2003); véase también, First Bank of P.R. v. Inmob. Nac., 

Inc., 144 DPR 901, 913 (1998); Peguero v. Hernández Pellot, 139 

DPR 487, 494 (1995). Es decir, el emplazamiento representa “el 

paso inaugural del debido proceso de ley que viabiliza el ejercicio 

de la jurisdicción judicial…” Íd. Por tal razón, nuestro Tribunal 

Supremo ha sido enfático en que, los requisitos para emplazar, 

conforme a la ley o a las reglas de procedimiento, deben cumplirse 

estrictamente.”  Íd.  De otro modo, el tribunal estará impedido de 

actuar sobre la persona del demandado.  Íd.   

A tenor con lo anteriormente expuesto, desestimamos el 

presente recurso, al haberse incumplido con los requisitos 

procesales establecidos por disposición de ley para su expedición.  
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-IV- 

De conformidad con lo antes expresado, se desestima el 

recurso de Mandamus ante nuestra consideración.    

Notifíquese. El Administrador de Corrección deberá 

entregar copia de esta Sentencia al confinado, en cualquier 

institución donde éste se encuentre. Notifíquese, además, a la 

Procuradora General.   

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.  

   
Dimarie Alicea Lozada  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones  
 

 


